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I. INTRODUCCIÓN

Los que estamos involucrados en la adminis-
tración de la justicia electoral, en cualquiera
de sus aspectos, es decir, administrativos o

bien propiamente jurisdiccionales, o en ambos, es-
tamos conscientes y somos muy sensitivos en cuan-
to a los controles que se ejercen sobre nuestras ac-
tuaciones, y si los mismos provienen de la propia
justicia electoral o de la justicia ordinaria, todo ello
conforme al sistema constitucional que rija en el
respectivo país. ¿Se trata acaso de un mero senti-
miento egoísta y de querer rechazar controles?
¿Cuál es la importancia del tema? ¿Cuál es el prin-
cipio fundamental que hay que analizar? En nues-
tra opinión, el principio que está en juego, dentro
de un régimen democrático, radica en la efectiva
autonomía de la justicia electoral y si puede o debe
haber un control sobre la misma, para garantizar
la plena vigencia de los derechos políticos en un
régimen democrático.

Ahora bien, como quiera que la justicia electo-
ral tiene diversas estructuras y competencias según
el país de que se trate, es que existen o pueden exis-
tir diversos tipos de controles jurídicos que limiten
su autonomía jurisdiccional. Por ello, el control ju-
rídico tiene diversas aristas según la naturaleza del
acto que se pretende impugnar o contra el cual se
desee recurrir. Y es que la defensa de la autonomía
jurisdiccional de los organismos electorales, por lo
menos en el caso de Panamá, se da en función de los
actos meramente electorales, mas no así, sobre los  no
electorales, cuya esencia no amerita la independen-

cia jurídica que se reclama, para los que están vincula-
dos con el proceso del ejercicio del sufragio popular.

Clasifiquemos, entonces, las actuaciones del orga-
nismo electoral que están sujetas a controles jurídicos:

II. ACTUACIONES EN MATERIA LABORAL

Son aquellos actos administrativos del organis-
mo electoral, relacionados con la administración de
su recurso humano. Los actos típicos que suelen ser
impugnados en estas actuaciones, tienen que ver con
las destituciones o declaraciones de insubsistencia del
personal y en donde los afectados consideran que estas
acciones han sido llevadas a cabo en contra de la ley.
Estos actos son típicamente recurribles ante la Juris-
dicción Contencioso Administrativa de la Corte
Suprema de Justicia, que tiene competencia para
conocer de los actos de las autoridades públicas ata-
cados de ilegalidad. No son actos que tienen que
ver con la materia electoral, aunque se trate de fun-
cionarios del organismo electoral.

La naturaleza de la relación laboral que une a una
persona con el organismo electoral, puede ser de dos
tipos:
a ) Aquella que esté protegida con algún régimen

jurídico de estabilidad, normalmente denomi-
nado «de carrera» o «servicio profesional», y por
lo tanto, las destituciones de dicho personal de-
ben ser fundamentadas en alguna de las causales
legales de ese régimen y deben respetar un pro-
cedimiento específico contemplado en el mis-
mo, y

b ) Aquella relación laboral que no esté protegida
con ningún régimen jurídico de estabilidad y,
por lo tanto, los funcionarios son de libre nom-
bramiento y remoción.* Magistrado Presidente del Tribunal Electoral de Panamá.
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Ambos casos implican que las actuaciones del
organismo electoral pueden ser revisadas, en el caso
panameño, por la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo de la Corte Suprema de Justicia cuando sean
atacadas de ilegalidad, y los afectados disponen, para
recurrir ante esa superioridad, de dos meses a partir
de la fecha en que el acto considerado ilegal ha que-
dado en firme, es decir, cuando ya el organismo
electoral ha decidido el recurso de reconsideración
que cabe presentar ante el mismo y por lo tanto, el
acto ha quedado ejecutoriado o bien, cuando se haya
presentado un recurso de reconsideración, éste no ha
sido fallado en el término de dos meses, se agota en
ambos casos la vía gubernativa, queda como único
remedio, la vía jurisdiccional.

La ley que se aplica en el ejercicio de la autoridad
de administración del personal que trabaja para el
organismo electoral, no es en esencia una ley electo-
ral, y por lo tanto no es competencia exclusiva de
éste. De ahí que la Corte Suprema de Justicia, que es
la entidad contemplada en la Constitución Política
panameña para revisar la legalidad de los actos de los
diversos entes que integran el sector público, es la
llamada a ejercer el control de legalidad de los actos
laborales del organismo electoral, a través del ejerci-
cio de la jurisdicción contencioso administrativa.
Desde este punto de vista, el organismo electoral es
uno más de la administración pública y debe estar
sujeto a los mismos controles de legalidad.

III. ACTUACIONES EN MATERIA ADMINISTRATIVA

Son aquellas que realiza el organismo electoral,
para la adjudicación de bienes y servicios, con base en
contrataciones públicas. Las empresas que pierden los
concursos de precio o licitaciones, y que consideran
que la adjudicación a uno de sus competidores ha
sido ilegal, también tienen, en Panamá, el derecho de
reconsiderar ante el propio organismo y posterior-
mente recurrir ante la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo de la Corte Suprema de Justicia.

De igual manera encajan dentro de esta catego-
ría, aquellas actuaciones del organismo electoral que
se refieren a la resolución administrativa de contra-
tos que ha celebrado con alguno de sus proveedo-
res. La empresa afectada con la terminación de su
contrato, tiene derecho a recurrir ante la referida

Sala de la Corte, cuando se considere afectada con
dicha actuación.

Un tercer tipo de actuación administrativa, por
lo menos en el caso de Panamá, sería aquel relaciona-
do con temas del Registro Civil y Cedulación. Si bien
estos casos se deciden en primera instancia ante las
respectivas y referidas direcciones sustantivas, llegan
al Tribunal Electoral en grado de apelación, y éste
puede confirmar el acto apelado al generar una in-
conformidad en el afectado, quien puede entonces
recurrir ante la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa, para alegar causas de ilegalidad en las actua-
ciones del organismo electoral en función de las nor-
mas jurídicas que regulan la materia. Dicho recurso
puede ser interpuesto dentro de los dos meses siguien-
tes al agotamiento de la vía gubernativa.

IV. ACTUACIONES EN MATERIA ELECTORAL

Llegamos, finalmente, a los actos cuya esencia y
naturaleza únicamente es ejercida por el organismo
electoral. Ninguna otra entidad de la administra-
ción pública puede ejercer actos similares y, por
ende, su competencia es privativa y excluyente. No
hay otra entidad prevista en la Constitución Políti-
ca panameña que tenga la prerrogativa de interpre-
tar, reglamentar y aplicar la ley electoral. Es en este
ámbito de competencia, donde surge la protección
a la autonomía jurisdiccional en materia de legali-
dad, en la mayoría de los países de América Latina.
Hay unos cuantos países (Costa Rica, Uruguay y
México, por ejemplo) en donde la autonomía am-
para no solamente el aspecto de la legalidad sino,
además, el de la constitucionalidad. Es decir, el úni-
co competente para conocer tanto de la ilegalidad
como de la inconstitucionalidad de actos típicamente
electorales, es el organismo electoral. Estaríamos ha-
blando de una autonomía jurisdiccional plena. Pero
ese no es el caso de Panamá, el cual se enmarca den-
tro de aquel grupo de países en donde prevalece la
autonomía jurisdiccional parcial, al amparar exclu-
sivamente la legalidad de los actos electorales, mas
no así la constitucionalidad de los mismos.

Con esta perspectiva, procederemos a exami-
nar la diversa gama de actuaciones de un organismo
electoral, en materia electoral, que pueden motivar
en la parte afectada, la necesidad de impugnar la co-
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rrespondiente decisión. Unas actuaciones pueden ser
de carácter eminentemente administrativo (no con-
tenciosos), y otras de carácter jurisdiccional, estas
últimas pueden ser jurisdiccionales administrativas
o bien jurisdiccionales penales electorales. Si bien en
este grupo hablamos de algunos actos administrati-
vos, al igual que en el punto 2 anterior, la diferencia
consiste en la legislación sobre la cual descansa cada
actuación. En este tercer grupo se enmarcan aque-
llas que tienen como sustento jurídico el Código
Electoral y se refieren a una de las materias regula-
das por dicho código. Hay temas pues, que se refie-
ren a actos de naturaleza administrativa-electoral que
tienen que ver con los partidos políticos (su recono-
cimiento, extinción, y el decidir en última instancia
sobre las controversias internas que planteen sus afi-
liados ante el organismo electoral); con el padrón
electoral y las impugnaciones al mismo; con la or-
ganización de las elecciones, la presentación de
postulaciones y las impugnaciones a las mismas; la
proclamación de los resultados electorales y sus
impugnaciones, y finalmente, la entrega de creden-
ciales y las posibles impugnaciones a esta actuación.

Por otro lado, el Código Electoral panameño
regula la justicia penal electoral, estableciendo cuá-
les son las actuaciones que constituyen delito y las
sanciones correspondientes, es decir, la tipificación
del delito.

Unas y otras son competencia exclusiva de la jus-
ticia electoral y, por lo tanto, no caben los recursos
de ilegalidad fuera de la competencia del organismo
electoral, ya que nadie más que el organismo electo-
ral puede interpretar la ley electoral por ser su com-
petencia privativa. No hay, pues, control externo de
legalidad sobre las actuaciones en materia electoral.

Las decisiones en materia electoral pueden en-
tonces adoptar la forma de resoluciones, acuerdos e
incluso de decretos cuando se reglamenta alguna
norma o materia específica del Código Electoral, o
bien por vía de sentencias, cuando en un proceso ya
sea administrativo electoral se decide una contro-
versia, o bien en uno penal electoral, se decide la
suerte de alguna persona que ha sido llamada a jui-
cio por la comisión de un delito penal electoral.

En otro orden, si bien en Panamá no hay con-
trol externo por ilegalidad, sí existe un control de
inconstitucionalidad. Es decir, cuando el organismo
electoral adopta una decisión en materia electoral,

ya sea ésta de carácter administrativo o penal, y el
afectado considera que algunas de sus garantías cons-
titucionales han sido violadas durante el respectivo
proceso en el que se le aplicó justicia, la Constitu-
ción Política contempla el recurso de inconsti-
tucionalidad, como mecanismo para la guarda de la
integridad de la misma. Dicho recurso debe inter-
ponerse, luego de que la decisión ha sido proferida
y se encuentra debidamente ejecutoriada. En Pana-
má, el recurso de inconstitucionalidad, por su pro-
pia naturaleza, no suspende el acto atacado ni tiene
efectos retroactivos. Estas características son parti-
cularmente importantes para la seguridad jurídica
de los actos del  organismo electoral relacionados
con las elecciones, los cuales no pueden quedar en
un limbo jurídico, sobre todo porque existen pla-
zos concatenados e improrrogables, de cara a una
logística electoral, que producirán en una fecha es-
pecífica, por mandato constitucional, la transferen-
cia del poder político de todos los cargos de elec-
ción popular, tanto a nivel nacional como a nivel
de los gobiernos locales. El Órgano Ejecutivo (pre-
sidente y vicepresidentes de la República); el Órga-
no Legislativo (integrado por legisladores, principa-
les y suplentes), dos órganos claves de todo Estado,
así como la administración de los gobiernos locales
(alcaldes y miembros de los consejos municipales),
cumplen sus períodos constitucionales cada cinco
años y el 1° de septiembre del año en que se cele-
bran las elecciones, debe producirse la transferencia
del poder a quienes han sido legítimamente elegi-
dos por el sufragio popular y han superado con
éxito las impugnaciones que puedan haber sido in-
terpuestas en su contra. Por ello, el constituyente
panameño, desde que creó la jurisdicción electoral
con la reforma constitucional de 1956, consagró cla-
ramente que las decisiones del Tribunal Electoral
únicamente son recurribles ante el mismo, y una
vez cumplidos los trámites de ley, serán definiti-

vas, irrevocables y obligatorias. Se exceptúa lo refe-
rente al recurso de inconstitucionalidad, en los térmi-
nos indicados.

Es decir, hay recurso de reconsideración ante el
mismo organismo electoral, pero sus decisiones no
son apelables por ser un tribunal de única instancia,
en materia de legalidad y específicamente sobre in-
terpretación de la ley electoral. La única posibilidad
de atacar una decisión es alegar que la misma es in-
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constitucional, porque el organismo electoral violó
alguna de las garantías fundamentales de la Carta
Magna.

Por otra parte, si un recurso de inconstitu-
cionalidad prospera, y la Corte Suprema de Justicia
considera que el organismo electoral, al administrar
justicia, ha incurrido en la violación de alguna de las
garantías consagradas en la Constitución Política,
debe regresar el expediente a la justicia electoral para
que la misma vuelva a emitir un fallo que deje sub-
sanado el vicio detectado, si ese fuese el caso, ya que
solamente el organismo electoral es el que puede
administrar justicia electoral, interpretando y apli-
cando la ley electoral. No puede la Corte, al decla-
rar la inconstitucionalidad del acto atacado, decidir
en lugar del organismo electoral en cuanto al fondo
de la controversia electoral, porque estaría interpre-
tando y aplicando la ley electoral, la cual no es de su
competencia. Esa fue la intención del constituyente
cuando decidió crear una justicia electoral autóno-
ma e independiente de la justicia ordinaria con ran-
go constitucional. La Corte debe limitarse, pues, a
decidir si se ha violentado o no alguno de los dere-
chos fundamentales que tenía el recurrente al reci-
bir justicia por parte del organismo electoral.

Veamos cuáles son las otras dos acciones de
inconstitucionalidad que se pueden interponer en
la legislación panameña, además del recurso de
inconstitucionalidad.

Tenemos primero la acción de Amparo de Ga-

rantías Constitucionales , garantía extraordinaria,
de carácter expedita, que la Constitución consagra
para hacer frente a violaciones de garantías constitu-
cionales, por la orden de hacer o no hacer de un ser-
vidor público. Muchos tratan, por la vía del ampa-
ro, evitar usar los trámites normales u ordinarios de
la justicia, pero ya la Corte Suprema de Justicia ha
aclarado de manera reiterada el carácter extraordina-
rio que tiene el Amparo y que solamente procede
cuando no hay otra alternativa jurídica, para salva-
guardar el derecho que se alega violado.

Frente a las posibilidades de interponer amparos
ante decisiones de la justicia electoral, la legislación
panameña, con fundamento en la norma constitu-
cional que establece el carácter definitivo, irrevoca-
ble y obligatorio de sus decisiones (las cuales sólo son
recurribles ante la misma), ha previsto que la acción
de amparo de garantías constitucionales, no procede

en contra las decisiones que en materia electoral pro-
fiera el Organismo Electoral. Sin embargo, la Corte
Suprema de Justicia sí ha admitido y acogido los re-
cursos de amparos que se han interpuesto en contra
de las decisiones adoptadas por dicho organismo en
materia de Registro Civil cuando se han suspendido
inscripciones de nacimiento por encontrar anoma-
lías en las mismas.

La segunda acción que existe, es la denominada Ad-

vertencia de Inconstitucionalidad, la cual se interpo-
ne cuando se quiere advertir a un funcionario encarga-
do de impartir justicia, o cuando el propio funcionario
considera que la disposición legal o reglamentaria, que
se está aplicando a un caso, puede ser inconstitucional.
En este evento, el funcionario debe someter la cuestión
al pleno de la Corte Suprema de Justicia, salvo que la
disposición ya haya sido objeto de pronunciamiento
por parte de ésta, y continuará el curso del negocio has-
ta colocarlo en estado de decidir.

El Tribunal Electoral y la Corte Suprema de
Justicia, hasta el presente, han coincidido en que
las advertencias de inconstitucionalidad no caben
en la justicia electoral por las razones indicadas pre-
viamente. La advertencia sería un mecanismo idó-
neo para permitir la intromisión de la Corte Su-
prema en una competencia ajena a ella y detener la
administración de la justicia electoral e impedir o
detener el desarrollo de un proceso electoral y por
lo tanto, la transición constitucional de los pode-
res del Estado con ocasión de las elecciones genera-
les que se celebran cada cinco años. De ahí que la
misma Constitución Política al reglamentar la efec-
tividad de las decisiones del organismo electoral,
ha señalado que solamente cabe contra ellas el re-
curso de inconstitucionalidad.

Sin embargo, frente a esta realidad jurídica, hay
quienes arguyen que el organismo electoral debe
estar sometido a un control constitucional
prejudicial, es decir, antes de emitir su fallo electo-
ral y que la norma constitucional ya referida debe
ser interpretada ampliamente y no de manera res-
trictiva, ya que la misma Constitución Política
contempla la advertencia de inconstitucionalidad
como uno de los controles prejudiciales a quienes
administran justicia. Quizás esta tesis tenga valor
jurídico en abstracto para quienes defienden la te-
sis de que debe existir un control constitucional
absoluto sobre todas las jurisdicciones especiales,
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incluyendo la electoral, pero nuestra realidad en
América Latina, en donde los procesos electorales
eran en el pasado dominados por los órganos eje-
cutivos, controlados a su vez por los partidos po-
líticos que exigían independencia del organismo
electoral y elecciones libres cuando estaban en opo-
sición, nos indica claramente cuál es la tesis que
debe prevalecer. Esos críticos, cuando estaban en
la oposición, una vez en el poder, se inclinaban
por repetir el mismo modelo de sus adversarios.
Otra lucha similar ha ocurrido con el control so-
bre la Corte Suprema de Justicia, en una época con-
trolada, también, por el órgano ejecutivo. La ple-
na autonomía tanto del máximo órgano judicial,
así como del órgano electoral, ha representado una

bandera histórica de la sociedad civil para avanzar
en la garantía plena de los derechos civiles y políti-
cos de los ciudadanos y, por lo tanto, para profun-
dizar el sistema democrático.

De ahí la necesidad de sustentar tesis jurídicas
que respondan a la realidad cultural de nuestros paí-
ses para poder superar los vejámenes que en el pasa-
do han sufrido nuestros pueblos y poder garantizar
la legitimidad de nuestros gobernantes porque res-
ponden a elecciones libres y justas. Por eso, los cons-
tituyentes panameños, sabiamente y conscientes de
nuestro pasado, crearon un Tribunal Electoral au-
tónomo, responsable de garantizar, él solo, es de-
cir, con competencia privativa, la libertad, honra-
dez y eficacia del sufragio popular.


